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La Plata, 24 de octubre de 2018
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, lo establecido en Ley Orgánica del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires N° 13.834 y sus modificatorias y,
CONSIDERANDO
Que mediante el proyecto 6234-D-2018 “Ley Nacional de Acceso a la Justicia Colectiva”, en trámite ante la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, se propone regular los procesos judiciales para la prevención o reparación de daños a derechos de incidencia colectiva indivisibles interjurisdiccionales o para la prevención o reparación de daños a derechos individuales homogéneos con efectos en más de una jurisdicción, sea que tramiten ante la justicia provincial o nacional ordinaria o ante la justicia nacional federal.
Que el mismo pretende regular un derecho constitucional básico y todavía postergado: el de acceso a la justicia colectiva. Se intenta así, saldar una vieja deuda marcada ya en el 2009 en el precedente “Halabi”, por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Que en aquel caso, la CSJN puso de manifiesto la inexistencia legislativa en la materia, al advertir que no hay un cuerpo de reglas fundamentales que permitan dar eficacia al mandato constitucional del artículo 43, así como aportar certeza y eficiencia al trámite destinado a la resolución de esta clase de conflictos. 
Que dicho derecho constitucional - contemplado por el artículo 43 de la Constitución Nacional – prevé que: “toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva. Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización…”
Que dicho proyecto de Ley Nacional de Acceso a la Justicia Colectiva, se establece que el proceso colectivo podrá ser utilizado para resolver conflictos que involucren a grupos de personas que reúnan condiciones uniformes, de hecho, o de derecho, frente a la cuestión debatida en el proceso.
Que el mencionado proyecto prevé una correcta reglamentación del artículo 43 de la Constitución Nacional, en tanto favorece el acceso a la justicia de miles de ciudadanos, que muchas veces por cuestiones formales no logran tener un verdadero acceso a la Justicia para la adecuada defensa de sus derechos.
Que a través de la iniciativa se regula un único proceso para todo el territorio nacional (en función de la jurisprudencia de la CSJN que permite al Congreso Nacional el dictado de leyes procesales cuando sean necesarias para  a ser aplicado en todo el país) para litigar derechos de incidencia colectiva indivisibles y divisibles (derechos individuales homogéneos), adjudicándole competencia la juez o jueza del fuero local correspondiente según la materia de fondo, o de la justicia federal cuando corresponda, quedando excluidos los casos que tramiten por amparo, habeas corpus o habeas data que se encuentren regulados por leyes locales o nacionales.

Que asimismo, los principios que guían el procedimiento que se instaura mediante la ley propuesta favorecen el acceso a la justicia. Entre ellos cabe citar: oralidad, inmediación, concentración y economía procesal, eficiencia y eficacia, colaboración, buena fe, lealtad procesal y prohibición de abuso del proceso, determinación de la verdad procesal y amplitud probatoria, entre otros.
Que por lo antes expuesto resulta de interés que desde esta Defensoría del Pueblo se adhiera al proyecto en tratamiento por ser una adecuada reglamentación del artículo 43 de la Constitución Nacional, coincidente con la manda constitucional de este organismo, resultando sin lugar a dudas un gran avance en la consolidación de los derechos colectivos, con la finalidad de facilitar el acceso a la justicia especialmente de aquellos grupos estructuralmente vulnerables, desprotegidos o desaventajados.

Que el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, establece que el “Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes”.
Por ello, 
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE
ARTÍCULO 1°: ADHERIR al Proyecto de Ley N° 6234-D-2018 “Ley Nacional de Acceso a la Justicia Colectiva”, de trámite ante la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, toda vez que representa una adecuada reglamentación del artículo 43 de la Constitución Nacional, coincidente con la manda constitucional de este organismo, y que implica un avance respecto de la situación actual en la materia, permitiendo el acceso a la justicia, principalmente de aquellos grupos estructuralmente vulnerables, desprotegidos o desaventajados.
ARTÍCULO 2º: Registrar. Notificar al Honorable Congreso de la Nación. Cumplido, archivar.
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